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Santiago, 12 de octubre de 2004


Por oficio Número 5158 de 14 de septiembre del presente año, V.S. ha enviado a esta Corte Suprema, de conformidad con los incisos segundo y tercero del artículo 74 de la Constitución Política de la República, en relación con lo que dispone el artículo 16 de la ley Número 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, copia del proyecto de ley iniciado en moción, sobre la limitación de cláusulas abusivas en los contratos educacionales.


Impuesto el Tribunal Pleno de esta Corte del proyecto de ley indicado, en sesión del día ocho de octubre de dos mil cuatro, presidida por el titular que suscribe y con la asistencia de los Ministros señores Alvarez García, Ortiz, Gálvez, Chaigneau, Rodríguez Ariztía, Cury, Marín, Yurac, Espejo, Medina, Juica, Segura, Oyarzún y Rodríguez Espoz, acordó informar lo siguiente:


Este proyecto agrega a la Ley NI 19.496 sobre derechos del consumidor, un artículo 17 bis nuevo. Esta disposición se refiere a los contratos de prestación de servicios educacionales ofrecidos por establecimientos de enseñanza preescolar, básica o media, universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, cuando concurra un imprevisto sobreviviente que importe al deudor un desembolso excesivo en el cumplimiento de la obligación.
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Establece la disposición que se estudia que, en el caso referido anteriormente, el juez puede, o bien suspender temporalmente el cumplimiento de la obligación o declarar que la obligación queda extinguida porque es imposible de cumplir. Cuando se suspende temporalmente el cumplimiento de la obligación el juez lo declarará así mientras subsistan las circunstancias que impone la extrema onerosidad.


También podrá revisar el contrato y modificar las prestaciones de las partes hasta eliminar el desequilibrio producido.


El juez, como dice la disposición, puede declarar que la obligación queda extinguida porque es imposible de cumplir y esto podrá resolverlo en casos calificados. Se entiende que constituye caso calificado la interrupción de los estudios del educando por motivos fundados o de fuerza mayor.


Como se ve, en sus aspectos esenciales, la moción parlamentaria propicia entregar a un juez la atribución de modificar las cláusulas de un contrato, pudiendo ‑ inclusive ‑ dar por extinguida una obligación del mismo contrato.


En razón de lo anterior y teniendo especialmente en cuenta la naturaleza y trascendencia del asunto, no parece apropiado entregar el conocimiento de estas materias a un juez de policía local. De prosperar el proyecto, se sugiere asignar la competencia respectiva a un Juez de Letras, para su resolución conforme a las reglas generales.


Por los motivos expresados, se informa desfavorablemente el proyecto.


Saluda atentamente a V.S.

